INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE 13 DE MARZO DE 2002 POR EL QUE SE RESUELVE DISCREPANCIA. SUBVENCIONES. INCUMPLIMIENTO DEL PLAZO DE JUSTIFICACIÓN. TRAMITACIÓN DE PRÓRROGAS DE LOS PLAZOS DE JUSTIFICACIÓN.

Se recibe en esta Intervención General procedente de la Consejería de A.......................@ escrito de discrepancia al reparo formulado por la Intervención Delegada en dicho Centro Directivo, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 88.1) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo de 1997, por el que se desarrolla el Régimen del Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la  Comunidad de Madrid.

El reparo del Interventor Delegado se formula con motivo de la propuesta de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago al Ayuntamiento de @XYZ@, beneficiario de una subvención concedida en el marco del programa estratégico de eficacia de los Recursos Turísticos de las Corporaciones Locales, estimando que no procede el reconocimiento de la obligación, por cuanto el beneficiario realizó las acciones subvencionables dentro del plazo ampliado por una Orden de prórroga que se dictó extemporáneamente, es decir, una vez finalizado el plazo de justificación y, por otra parte, una factura justificativa del gasto es de fecha anterior a la de terminación de los gastos subvencionables. 

Por el órgano discrepante se alega que, según el artículo 63.3) de la Ley 30/1992, de 26 de diciembre, la realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo, así como la orden de prórroga sólo refleja la voluntad de la Administración de conseguir el fin último de la subvención: la satisfacción de un interés social. En todo caso, se le produciría un perjuicio al beneficiario que realizó y justificó la inversión en el plazo que la Administración le había notificado y la Administración no puede ir contra sus propios actos.

Al objeto de analizar la discrepancia planteada, se significan los siguientes 

ANTECEDENTES
1. Con fecha 4 de octubre de 2000 se concedió al Ayuntamiento de AXYZ@ una subvención de 9.871.468 ptas, para "creación de un centro Turístico". La subvención sería abonada, una vez justificado por el beneficiario la ejecución del proyecto. El plazo para la justificación finalizaba el 20 de noviembre de 2000.

2. El 20 de noviembre el beneficiario presenta la documentación justificativa de la subvención concedida y la factura emitida por la empresa AABC@ de fecha 3 de noviembre, correspondiente a la realización de los trabajos de creación de un centro turístico.

3. Efectuada la comprobación material el 28 de diciembre de 2000, se recoge en el Acta de disconformidad que "las obras relativas al centro de turismo no han sido finalizadas ...y no pueden ser recibidas de conformidad". Con fecha 24 de enero y 7 de febrero  de 2001 se informa que las obras han sido finalizadas.

4. El 4 de julio de 2001 se firma el Acta de Conformidad de las obras subvencionadas, sometiéndose a fiscalización la propuesta de reconocimiento de la obligación el 11 de julio, que se repara en los términos señalados.

Teniendo en cuenta los antecedentes, se efectúan las siguientes 

CONSIDERACIONES
1.Se establece en el artículo 6.2.d) de la Ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, que debe fijarse en las bases reguladoras como mínimo "el plazo y la forma de justificaciónYdel cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención", estableciendo el artículo 11 del mismo texto legal que ante el incumplimiento por el beneficiario de las condiciones impuestas procederá el reintegro.

Ahora bien, como ha puesto de manifiesto la jurisprudencia, el plazo es una condición esencial, cuyo incumplimiento causa el reintegro de la subvención concedida, dado su carácter resolutorio, según la Sentencia de 3 de marzo de 1999 de la Audiencia Nacional  (RJCA 1999\3902.

En este mismo sentido, señala la S.T.S de 13 de septiembre de 1996 (R.J  1996\6961) "El señalamiento del plazo para realizar las inversiones y crear puestos de trabajo es una condición esencial del contrato concesional, ...y su ámbito temporal y coyuntural que no puede ser subsanado por un desarrollo posterior sin conducir a una inseguridad jurídica en los términos de la concesión".

2. No obstante su carácter resolutorio, el plazo para la realización de la actividad y su justificación ante el órgano concedente puede ampliarse, prorrogándose el mismo de forma justificada. 

3. Cuando la fijación de los plazos se efectúa tomando como referencia el acuerdo de concesión, a veces resulta  imposible su cumplimiento, radicando su causa en la propia Administración, por lo que es frecuente su prórroga, dejando constancia de ello en el expediente. Ahora bien, si la causa no radica en la propia Administración, la prórroga debe ser solicitada y motivada por el beneficiario, como así se precisa en la S.T.S de 23 de junio de 2000 (RJ 2000\5561): "fue la interesada la que al solicitar la prórroga debía asumir la carga de justificar las razones que la apoyaban".

4. Esta prórroga instada y motivada por el beneficiario debe efectuarse dentro del plazo para la realización de la actividad y no cuando ha finalizado. En este sentido, señala el F.D. 41 de la  S.T.S de 30 de octubre de 1992 (R.J.  1993\254)  "(la prórroga de plazo) ha de instarse, por su propia entidad, antes de la expiración del plazo que se intenta prorrogar".  Su solicitud, una vez expirado el plazo, ocasiona la imposibilidad de conceder la prórroga instada.

En el mismo sentido, se pronuncia el Tribunal Supremo en el  F.D. 41  de la S.T.S de 13 de diciembre de 1996 (R.J.1996\9402) "No procede estimar la pretensión del actor relativa a que se declare que procede que la Administración le conceda prórroga del plazo para el cumplimiento de las obligaciones consecuencia del otorgamiento de la subvención toda vez que el plazo para el cumplimiento de las condiciones de la subvención por parte del hoy recurrente, finalizó el día 30 de agoto de 1987 y la prórroga debió haber sido solicitada en forma razonada antes del cumplimiento de dicho plazo".

Idéntico criterio se recoge en el F.D. 21 de la  S.T.S de 1 de julio de 1998 (R.J. 1998\5946).  "Establecido un plazo para el cumplimiento de las condiciones, el incumplimiento se produce si los puestos de trabajo no se han creado al llegar el día final, siendo indiferente a los efectos de la caducidad el que posteriormente lo hayan sido, pues se trata de un término resolutorio, cuya prórroga, en cualquier caso, sería preciso haberla solicitado dentro del período de cumplimiento lo que no se ha hecho en el caso presente."

Por lo tanto, cabe concluir que la prórroga de los plazos establecidos en las bases reguladoras y en los acuerdos de concesión de las subvenciones, instada  por los beneficiarios,  debe efectuarse de forma motivada, y dentro del período de cumplimiento de la subvención y la Administración, dado el carácter resolutorio del plazo, en caso contrario, debe iniciar el procedimiento de revocación y de reintegro en su caso por incumplimiento de las condiciones fijadas en el negocio subvencional.

En consecuencia, la sujeción al principio de legalidad de la actuación de la Administración lleva a considerar la inadecuación al ordenamiento jurídico de la concesión de prórrogas, una vez expirado el plazo para el cumplimiento de la subvención, sin que pueda discrecionalmente conceder las mismas, y, con ello, modificar a su arbitrio la situación jurídica del interesado, de modo que incumplimientos que deben dar lugar a la revocación de la ayuda concedida, se mitiguen a través del mecanismo señalado.

Si bien el principio de confianza legítima, en la contradicción entre legalidad y seguridad jurídica, puede incidir en el mantenimiento de la situación jurídica alcanzada por el beneficiario, "a priori" el actuar de la Administración debe estar presidido por la legalidad, evitando la aplicación de un principio, que resuelve su actuar discordante.

5. Precisado por esta Intervención  el actuar debido de la Administración en los supuestos de prórroga, cabe, respecto a la discrepancia planteada, determinar las consecuencias para el beneficiario, cuando la Administración le ha notificado la prórroga del plazo, teniendo en cuenta que, conforme a las consideraciones expuestas, este actuar se considera no conforme a derecho, al prorrogarse extinguido ya el plazo para el cumplimiento.

Sin perjuicio de las potestades de revisión del acto administrativo de concesión de prórroga fuera de plazo, y de la facultad que asiste a la misma para anular sus actos en los términos establecidos en el artículo 103 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJAP‑PAC), establece el artículo 106 del mismo texto legal como límite de las facultades de revisión el que su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe.

En este sentido, establece el Consejo de Estado en su Dictamen de 16 de octubre de 1997 (4667/997) que el que un acto sea inválido no quiere decir necesariamente que sea invalidado, puesto que a veces esa adecuación del acto genera situación todavía más injusta que la origina por la ilegalidad del acto que se trata de subsanar. 

Pues bien, el propio Consejo de Estado ha aludido al principio de "protección de la confianza legítima" ‑que viene a ser una derivación del principio de buena fe y seguridad jurídica‑ para amparar a los interesados cuando soportan unos gastos derivados de la realización de la actividad objeto de la subvención, confiados en que ésta les va a ser pagada por haberse dictado un acto de la Administración, que así lo establece. En definitiva, en el conflicto que se suscita entre la legalidad de la actuación administrativa y la seguridad jurídica derivada de la misma, tiene primacía ésta última.

En este sentido, respecto al reparo del Interventor, cabe precisar que se fiscaliza la propuesta de reconocimiento de la obligación, o el derecho del beneficiario a percibir la subvención y no el acto de la Administración de prórroga de plazo. 

Por ello, sin perjuicio de lo expuesto sobre el acto de prórroga, el beneficiario de la subvención, que, teniendo en cuenta la ampliación del plazo de la subvención, realiza la actividad de fomento con los gastos consiguientes en la confianza de que la Administración,  que le ha ampliado el plazo para su realización, contribuirá a su financiación,  en aplicación de principio de "confianza legítima" debe percibir la misma.

Asimismo, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha venido proclamando esta doctrina en numerosas sentencias, pudiéndose citar, entre otras, la de 5 de mayo de 1989 (RJ..3615), 22 de marzo de 1991 (R.J. 2669), 19 de mayo de 1994 (RJ. 3853) y 1 de febrero de 1990 (RJ 1990\1258) que en su F D. 21 declara: "En el conflicto que se suscita entre la legalidad de la  actuación administrativa y la seguridad jurídica derivada de la misma, tiene  primacía esta última por aplicación de un principio, que aunque no extraño a los  que informan nuestro Ordenamiento Jurídico, ya ha sido  recogido  implícitamente por esta Sala, que ahora enjuicia, en su Sentencia de 28 de febrero de  1989 (RJ 1989\1458) y reproducida después en su última de enero de 1990,  y  cuyo principio si bien fue acuñado en el Ordenamiento jurídico  de  la  República Federal de Alemania, ha sido asumido por la Jurisprudencia del  Tribunal  de Justicia de las Comunidades Europeas de las que forma parte  España,  y  que consiste en el "principio de protección de la confianza legítima" que ha  de ser aplicado, no tan sólo cuando se produzca cualquier  tipo  de  convicción psicológica en el particular beneficiado, sino más bien cuando  se  basa  en signos  externos  producidos  por  la  Administración   lo   suficientemente concluyentes para que le induzcan razonablemente a confiar en la legalidad de la actuación administrativa,  unido  a  que,  dada  la  ponderación  de  los intereses en juego ‑interés individual e interés general‑, la  revocación  o la dejación  sin  efectos  del  acto,  hace  crecer  en  el  patrimonio  del beneficiado que confió razonablemente  en  dicha  situación  administrativa, unos perjuicios que no tiene por qué soportar derivados  de  unos  gastos  o inversiones que sólo pueden serle restituidos con graves perjuicios para  su patrimonio, al no ser todos ellos de simple naturaleza económica". 

6.En supuesto similar al enunciado, sobre la posibilidad de la Administración de revocar la subvención concedida, por incumplimiento de plazo, si la Administración ha concedido previamente  prórroga, el Tribunal Superior de Justicia de la Rioja en Sentencia de 19 de mayo de 1997 (RJCA 1997\974) se pronuncia en este mismo sentido "Si la propia Administración, ...concedió tales prórrogas al plazo de conclusión, es claro que no puede ir contra sus propios actos e ignorando la realidad de tales prórrogas decretar la pérdida de la subvención en su día otorgada". 

7. Se plantea, por otra parte, por el Interventor que la factura justificativa del gasto es de fecha anterior a la de terminación de las acciones subvencionables.

En efecto, la factura es de 3 de noviembre de 2000, en concepto de trabajos realizados en la obra, que motivó la subvención, aprobada por el Pleno Municipal el 17 de noviembre de 2000, si bien hasta el 4 de julio de 2001, complementada por escritos de 6 de julio,  no consta a través del Acta de Comprobación Material que la obra se haya finalizado debidamente.

A juicio de esta Intervención, la factura es el documento obligado a expedir por los empresarios con motivo del devengo del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA). En el supuesto analizado, se devengará el IVA, bien cuando se produzca la entrega del bien, o bien si se ha producido un pago anticipado al hecho imponible, cuando se produce el cobro por el contratista, conforme a lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley 37/1992, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

De los datos del expediente, según el Acta de comprobación material de subvenciones de 28 de diciembre de 2000, las obras no habían finalizado, por lo que, salvo prueba en contrario, no deberían haber sido recibidas de conformidad por el Ayuntamiento y, por lo tanto, si no ha existido recepción, entrega del bien, no se ha producido a este respecto el devengo del IVA y, por lo tanto, no procedía la expedición de factura.

En el segundo supuesto, se ha podido expedir factura por pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible, pero en este caso,  el impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes efectivamente percibidos, en cuyo caso debería verificarse este extremo.

En definitiva, de los datos del expediente parece que la factura, salvo que se acredite su pago, no es correcta, por cuanto no hubo devengo de IVA. Por ello, y a los efectos de que pueda reconocerse la obligación, sin perjuicio de probar lo contrario, debería emitirse nueva factura por el contratista, como consecuencia de la recepción de la obra por el Ayuntamiento, que debería asimismo ser aprobada por los órganos que establecen las bases reguladoras, es decir, el Pleno Municipal.

De acuerdo con las consideraciones precedentes, se extraen las siguientes 

CONCLUSIONES
1. La prórroga de los plazos establecidos en las bases reguladoras para el cumplimiento por el beneficiario de la actividad para la que se le concedió la subvención debe ser instada por el beneficiario durante la vigencia de los plazos para su cumplimiento y debe ser motivada. De no concurrir estos supuestos, la Administración ante el incumplimiento de los plazos por el beneficiario debe instar la revocación de la subvención y, en su caso, el reintegro consiguiente, al considerarse el cumplimiento de los plazos una condición esencial de la institución subvencional con efectos resolutorios.

La concesión de prórrogas, una vez expirado el plazo para el cumplimiento de la actividad, a que está afecta la subvención, es disconforme con el ordenamiento jurídico, sin que puedan ser otorgadas por el órgano concedente de subvenciones y ayudas públicas.

2. Cuando el beneficiario ha realizado la actividad subvencional, aunque fuera de plazo, de acuerdo con los actos de prórroga de la Administración, aunque se estimen éstos incorrectos, el principio de confianza legítima, recogido tanto en el derecho positivo, como en la doctrina del Consejo de Estado y doctrina jurisprudencial, fundamenta el que le sean reintegrados los gastos derivados de la realización de la actividad objeto de la subvención en los términos establecidos.

3. Los justificantes de gasto, en este caso, la factura, que integra el expediente, debe adecuarse a la normativa que le es aplicable, la Ley 37/1992 citada. Por ello, si no se acredita el devengo del IVA con su emisión, debe emitirse nueva factura y aprobarse por el Pleno Municipal, con carácter previo al reconocimiento de la obligación.

En su virtud, esta Intervención General resuelve rectificar el reparo del Interventor Delegado en cuanto que los defectos del acto de prórroga de la Administración no son obstáculo para el abono de la subvención al beneficiario, que actuó de buena fe, si bien respecto a los defectos de la factura deben subsanarse con carácter previo a su fiscalización en los términos señalados.
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